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15 de abril de 2021 
AFP-1200-2021 
 

 
 

Señor 
Renato Alvarado Rivera 
Ministro 
Ministerio de Agricultura y Ganadería 
correspondenciaministro@mag.go.cr 
 
 
Estimado señor: 
 

Para su conocimiento y el cumplimiento respectivo, comunico el resultado del 
proceso ordinario laboral que se tramitó en el Juzgado de Trabajo de Heredia, incoado 
por el actor JUAN BAUTISTA GÓMEZ REINA, portador de la cédula de identidad 
número 2-0394-0223, contra el Estado, tramitado bajo el expediente judicial Nº 16-
000706-0505-LA-2. 

 
Concretamente, la sentencia de primera instancia N° 100495 de las 20:02 

horas del 18 de mayo del 2017, emitida por el Juzgado de Trabajo de Heredia, 
dispuso: 
 

“Con fundamento en lo expuesto y artículos 452, 495 del Código de 
Trabajo y 317 y 222 se declara SIN LUGAR LA DEMANDA ORDINARIA 
LABORAL DECLARA SIN LUGAR LA DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE 
JUAN BAUTISTA GÓMEZ REINA, cédula de identidad 2-394-223, 
contra el Estado representado por la Procuraduría General de la 
República en la persona de la Procuradora Adjunta Yensi (sic) Arias 
Valverde. Se acoge la excepción de falta de derecho planteada por el 
Estado. COSTAS: se exonera al actor del pago de ambas costas (…)”.  

 
Ante tal disposición el actor presentó el recurso de apelación, el cual fue resuelto 

por el Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Heredia, mediante el Voto N° 379-03-
2018 de las 10:50 horas del 30 de octubre del 2018, que señaló: 

 
“No se aprecian vicios que puedan ocasionar nulidad por indefensión a 
las partes. Acorde con lo desarrollado, SE CONFIRMA la sentencia 
apelada”. 
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Bajo este panorama, el actor presentó recurso de casación ante la Sala Segunda 
de la Corte Suprema de Justicia, la cual mediante Resolución N° 2020-001521 de 
las 11:20 horas del 14 de agosto del 2020, dispuso:  

 
“Por mayoría, se revoca la sentencia recurrida en cuanto denegó el 
reconocimiento de diferencias salariales entre el puesto de Técnico Dos 
y el de Técnico Tres, durante el período de enero de mil novecientos 
noventa y dos al treinta de junio de dos mil y el veinticinco por ciento 
sobre el salario base por concepto  de prohibición, así como sus efectos 
en los rubros de vacaciones, aguinaldo, y salario escolar, denegándose 
al efecto las defensas de falta de pago y falta de derecho y acogiéndose 
la primera en cuanto el reclamo de anualidades con base en el reclamo 
de prohibición, las que se deniegan . Los intereses deberán calcularse 
sobre las sumas resultantes antes de ser indexadas.  Sobre esos rubros 
pagará intereses al tipo establecido en el numeral mil ciento sesenta y 
tres del Código Civil, a partir de su exigibilidad y hasta su efectivo pago. 
Las sumas a pagar por esos conceptos se determinarán en ejecución 
del fallo, por no contar en este momento con los datos suficientes para 
determinar el quantum, pudiendo rebajar en ese proceso las sumas que 
el demandado demuestre haber cancelado por diferencia entre las 
categorías antes indicadas y por concepto de prohibición y sus efectos 
en los rubros accesorios reclamados en este proceso. Se condena a la 
demandada al pago de ambas costas, estableciéndose las personales en 
el quince por ciento de la condena. El Magistrado Olaso Álvarez salva el 
voto y confirma la sentencia recurrida”. 

 
Así las cosas, el actor presentó solicitud de adición y aclaración a la referida 

Resolución N° 2020-001521, siendo que la Sala Segunda mediante Resolución N° 
2021-000502 de las 10:10 horas del 24 de marzo del 2021, resolvió: 

 
“Se acoge la solicitud del actor. Se corrige el error material contenido 
en el por tanto de la sentencia número mil quinientos veintiuno- dos 
mil veinte de las once horas veinte minutos del catorce de agosto de 
dos mil veinte, para que se lea correctamente: “Por mayoría, se revoca 
la sentencia recurrida en cuanto denegó el reconocimiento de 
diferencias salariales entre el puesto de Técnico Dos y el de Técnico 
Tres, durante el período de enero de mil novecientos noventa y dos al 
treinta y uno de diciembre de dos mil seis y el veinticinco por ciento 
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sobre el salario base por concepto de prohibición, por el periodo del 
treinta de marzo de mil novecientos noventa al primero de julio de dos 
mil (…). En lo demás, se mantiene incólume la parte dispositiva de la 
citada sentencia. Aunado a ello, se corrige el error contenido en la 
línea cuarta del considerando cuatro “COROLARIO”, a imagen 
diecinueve del fallo, para que se lea correctamente: “al 30 de 
diciembre del año 2006”, y no como por error se indicó”. 

 
De acuerdo con lo expuesto, si bien las sumas a pagar por lo ordenado en 

sentencia firme, se determinarán en ejecución del fallo, resulta urgente que la 
Administración demandada realice los cálculos de los montos que le corresponden al 
actor y nos notifiquen de ellos, para poder ejercer la respectiva defensa en la fase de 
ejecución. 

 
Lo anterior, no implica que esa Administración -si a bien lo tiene- pueda ejecutar 

el fallo en vía administrativa para evitar el pago excesivo de intereses e indexación del 
monto condenado. 

 
 Finalmente, debe advertirse que desde octubre del año 2020, esta 
Representación del Estado en reiteradas ocasiones le ha solicitado al señor Rolando 
Sánchez Corrales, con copia a la señora Andrea Mayorga González, prueba de vital 
importancia para la defensa de los intereses del Estado en la etapa de ejecución de 
sentencia, sin que a la fecha se nos haya brindado lo solicitado.  
 
 En ese sentido, se insta a la Administración a proceder de manera urgente con el 
envío de la totalidad de la información requerida, a más tardar en el plazo de 15 días.  
 

Cualquier consulta adicional dejo a su disposición los números de teléfono 
22438504, 88322881 y el correo electrónico yansiav@pgr.go.cr. 

 
Cordialmente;  

Yansi Arias Valverde 
Procuradora Adjunta 
Área de la Función Pública 

YAV/ENGIEVC 
Adjunto: La sentencia de primera instancia N° 100495 de las 20:02 horas del 18 de mayo del 2017, el 
voto N° 379-03-2018 de las 10:50 horas del 30 de octubre del 2018, la resolución N° 2020-001521 de las 
11:20 horas del 14 de agosto del 2020 y la resolución N° 2021-000502 de las 10:10 horas del 24 de 
marzo del 2021. 

mailto:yansiav@pgr.go.cr
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C: Lic. Rolando Sánchez Corrales, Director de Recursos Humanos del MAG, rsanchez@mag.go.cr 
Licda. Yadira Vega Blanco, Jefa de la Asesoría Jurídica del MAG, yvega@mag.go.cr 
Jefa del Despacho sfallas@mag.go.cr 
Expediente N°: 16-706-505-LA 

 



EXPEDIENTE: 16-000706-0505-LA - 2
PROCESO: OR.S.PRI. PRESTAC. LABORALES
PARTE ACTORA: JUAN BAUTISTA GOMEZ REINA
PARTE
DEMANDADA:

EL ESTADO

 SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA No 100495

JUZGADO DE TRABAJO DE HEREDIA  .- A las veinte horas  y dos  minutos

del dieciocho de mayo del año dos mil diecisiete.-

Ordinario Laboral de JUAN BAUTISTA  GÓMEZ REINA, mayor, casado, ingeniero,

cédula de identidad 2-394-223,  contra el Estado representado  por la Procuraduría

General de la República en la persona de la Procuradora Adjunta Yensi Arias Valverde.

Figura como apoderado especial judicial  del actor el licenciado Guillermo Bonilla Víndas,

abogado, cédula 1-535-217.

RESULTANDO

I.- Con fundamento en los hechos que expone y  citas de derecho invocadas la parte

actora solicita se condene al Estado a lo siguiente:

1.- El pago  de las diferencias salariales  entre el 1 de enero de 1992 y el 31 de
diciembre de 2006  por recibir un salario inferior, al pagarle como técnico
agropecuario 2 y no como técnico agropecuario 3
2.- El pago del plus salarial del 25% de prohibición.
3.- Las diferencias salariales en aguinaldos, vacaciones, salario escolar y
anualidades.
 4.- Que se condene al Estado al pago de Daño Moral Objetivo, por el
enriquecimiento ilícito de la Administración Pública al retener y pagar en forma
indebida el salario y el plus  salarial.
5.- Que se condene al Estado al pago de cuatro millones por daño moral subjetivo
proveniente de la ansiedad,  tristeza, incertidumbre, enojo frustración, desgaste
emocional por la discriminación de que fue objeto.
6.- Que se condene al Estado al pago de intereses, indexación, costas procesales
y costas personales.

.

II.- Que el Estado demandado contestó la demanda en forma negativa indicando que al

actor se le canceló todos los salarios como correspondía y que no le corresponden las
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pretensiones por lo que solicita sea declarada sin lugar y por tal motivo opone la

excepción de falta de Derecho.

III.- En los procedimientos  se han observado las prescripciones  legales  y no se notan

vicios capaces de  generar  nulidad o indefensión,  y,

CONSIDERANDO

I.-  HECHOS PROBADOS: De importancia para la resolución del asunto se tienen como

demostrados los siguientes:

1.- El actor inicia  a laborar  el 16 de setiembre de 1986 para sustituir a Sergio  García

Ramos como Técnico 3 (acción de personal 86-008025- -imagen 111-  y 86-009363  -

imagen 112-).

2.- Que el actor fue nombrado por plazo fijo del 16 de julio de 1990 al 30 de diciembre de

1990  como técnico 2 (ver acción de personal 90-002791- imagen 115-)

3.-Que el actor  desde el 16 de julio  hasta el 30 de diciembre de 1991 ocupa el puesto de

Técnico 2 (oficio 0935-DRH -imagen 114-).

4.-Que el actor fue nombrado desde el 1 de enero de 1991 hasta 30 de diciembre  de

1991  como técnico 2(ver acción de personal 91-000855-imagen 116- ,

91-003566-imagen 117- y 91-007445-imagen 118- ).

5.-Que el actor fue nombrado desde el 1 de enero de 1992 hasta el 30 de diciembre de

1992  como técnico 2 en el puesto 678 (ver acciones de personal 92-000765  -imagen

120- ).

6.-Que al actor se le cambia a Técnico 3 con fecha de rige desde el 1 de enero de 1992

hasta el 30 de junio de 1992 con pago de prohibición(ver acción de personal

92-0001817-imagen 121- y 6446-imagen 123-).

7.-Que se realiza reajuste salarial  con fecha de rige a partir del 01/07/1992 a técnico 3

con reconocimiento de prohibición (ver acciones  de personal 92-002973-imagen 125-,

92-005150-imagen126 , 92-006431-imagen 127).

8.-Que se le paga como técnico 3 con prohibición en el período 01/01/1993 al 30/12/1993

(ver acciones de personal 93-000456, 93-001957,  5101, 93-002515, 93-002942 y 5102

imágenes 128 a 136).

9.-Que se le paga como técnico 3 con prohibición en el período 01/01/1994 al 30/12/1994
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(ver acciones de personal94-001775imagen 137, 94-008273 imagen 141).

10.-Que a partir del 21 de abril de 1998 cambia la nomenclatura del puesto ocupado por

el actor  de la Clase Técnico 3 a Técnico Agropecuario 1B (Ubicación de Reestructiración

n°321-98 imagen 147).

11.- Que el actor fue firmante del Laudo  Arbitral N°251 emitido por el Tribunal Superior de

Trabajo, Sección Segunda de las 17:00 horas del  30 de marzo de 1990 (ver imágenes

144-145)

12.-Que dicho laudo fue declarado  inconstitucional por la Sala Constitucional mediante

resolución N°1692-92 de 23 de junio de 1992 y que fue aclarada mediante Sentencia de

la misma  Sala Constitucional N°3285-92 de 30 de octubre de 1992 (hecho notorio no

requiere prueba)

13.-.- Que como consecuencia  de la declaratoria  de inconstitucionales, se le siguió

reconociendo al actor el 25% como derecho adquirido del puesto que desempeñaba de

técnico.(ver acción de personal 92-0001817-imagen 121- y 6446-imagen 123- coletillas

de salario imagenes 200-203 )

14.-Que a partir del 4 de abril  de 2006 se le comunica la recalificación de puesto  de la

Clase Técnico Agropecuario Grupo B a la Clase Técnico Agropecuario Grupo C con lo

que su salario pasa de ¢151.250 colones exactos a ¢194.650 colones exactos (ver oficio

DRH-418-06 imagen 158)

15.- que el actor ocupa la plaza N°503814 como Profesional del Servicio Civil 3 desde el

1 de diciembre de 2012 (ver Oficio N°0193-2017- imagen 164)

II. HECHOS  NO PROBADOS:  De importancia para el presente asunto se tienen como

no demostrados los siguientes: 1)  No se el actor los períodos en los que no se le pagó el

salario y la prohibición  como correspondía  (no hay prueba).

III. SOBRE EL FONDO: La parte actora señala que se le debe cancelar un salario como

técnico agropecuario  3 y no como técnico agropecuario 2 por el período entre el 1 de

enero de 1992 y el 31 de diciembre  de 2006  por recibir  un salario  inferior. Señala

además que no se le canceló el 25% de prohibición, plus salarial al que tenía derecho por

ser firmante del Laudo Arbitral N°251 emitido por el Tribunal Superior de Trabajo, Sección

Segunda de las 17:00 horas del  30 de marzo de 1990 como sí se le canceló a partir del 1
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de julio de 2000. Solicita  por tanto se le paguen las diferencias  salariales  por ambos

conceptos, y las diferencias  que se general como consecuencia de esos pagos en

aguinaldos, vacaciones, salario  escolar  y anualidades. Solicita  asimismo se le cancele

cuatro millones por daño moral objetivo y cuatro millones por daño moral subjetivo, el pago

de intereses e indexación de todas las sumas  que se le otorguen.

El Estado  representado por la Procuradora Adjunta licenciada Yensi Arias Valverde se

opone a la demanda en todos su extremos y solicita  sea declarada sin lugar razón por la

que interpone la excepción de falta de derecho.

Analizada que ha sido  la prueba que consta en autos, considera esta autoridad que en

efecto debe declarase sin lugar la demanda en todos sus extremos, toda vez que no logra

demostrar el actor -carga procesal que le correspondía- las supuestas diferencias

salariales no pagadas, ni el no pago del 25% de plus salarial que señala le correspondía,

todo ello conforme con el artículo 317 de aplicación supletoria en materia laboral. Si bien

en materia  laboral  existe el principio  de reversión de la carga de la prueba, habiendo

probado el Estado el pago del salario en montos superiores al salario base, corresponde

a la parte actora demostrar en cuales períodos no se le pagó como correspondía.

Por el contrario,  según Oficio DAF-RH-254-2016  se demuestra que: El actor inicia a

laborar  el 16 de setiembre de 1986 para sustituir a Sergio García Ramos como Técnico

3 (acción de personal 86-008025-  -imagen 111-  y 86-009363  - imagen 112-). Que el

actor fue nombrado por plazo fijo del 16 de julio de 1990 al 30 de diciembre  de 1990

como técnico 2 (ver acción de personal 90-002791- imagen 115-) Que el actor  desde el

16 de julio  hasta el 30 de diciembre  de 1991 ocupa el puesto de Técnico 2 (oficio

0935-DRH -imagen 114-). Que el actor fue nombrado desde el 1 de enero de 1991 hasta

30 de diciembre  de 1991  como técnico 2(ver acción de personal 91-000855-imagen

116- , 91-003566-imagen 117- y 91-007445-imagen 118- ). Que el actor fue nombrado

desde el 1 de enero de 1992 hasta el 30 de diciembre  de 1992  como técnico 2 en el

puesto 678 (ver acciones  de personal  92-000765  -imagen 120- ). Que al actor se le

cambia a Técnico 3 con fecha de rige desde el 1 de enero de 1992 hasta el 30 de junio

de 1992 con pago de prohibición(ver acción de personal 92-0001817-imagen  121- y

6446-imagen 123-). Que se realiza reajuste salarial  con fecha de rige a partir del

01/07/1992 a técnico 3 con reconocimiento  de prohibición (ver acciones  de personal
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92-002973-imagen 125-, 92-005150-imagen126  , 92-006431-imagen  127). Que se le

paga como técnico 3 con prohibición en el período 01/01/1993  al 30/12/1993  (ver

acciones de personal  93-000456,  93-001957,   5101, 93-002515,  93-002942  y 5102

imágenes 128 a 136).Que se le paga como técnico 3 con prohibición en el período

01/01/1994 al 30/12/1994 (ver acciones de personal94-001775imagen 137, 94-008273

imagen 141). Que a partir del 21 de abril  de 1998 cambia  la nomenclatura del puesto

ocupado por el actor  de la Clase Técnico 3 a Técnico Agropecuario 1B (Ubicación de

Reestructuración N°321-98 imagen 147). Que a partir del 4 de abril de 2006 se le

comunica la recalificación de puesto  de la Clase Técnico Agropecuario Grupo B a la

Clase Técnico Agropecuario Grupo C (ver oficio DRH-418-06 imagen 158).

Por otra parte analizados que fueron los salarios efectivamente recibidos por el actor, con

los salarios que correspondían a los puestos ocupados por el actor  (imágenes 165-199,

204-224, 287-288,  290-298  y 307-324) es claro para esta autoridad que al actor se le

pagó como correspondía.

De conformidad con lo anterior, se declara sin lugar la demanda en todos sus extremos,

pues al declararse sin lugar las pretensiones principales de pago de diferencia salarial y

pago de prohibición, las restantes pretensiones al ser accesorias a la principal, corren la

misma suerte de las primeras.

De conformidad con todo lo expuesto se DECLARA   SIN LUGAR LA DEMANDA

ORDINARIA LABORAL  DE JUAN BAUTISTA  GÓMEZ REINA,  cédula de identidad

2-394-223,  contra el Estado representado por la Procuraduría General de la República

en la persona de la Procuradora Adjunta Yensi Arias Valverde. Se acoge la excepción

de falta de derecho planteada por el Estado.

COSTAS: Conforme lo disponen los artículos  222 del Código Procesal Civil en

concordancia con el artículo 495 del Código de Trabajo, se exonera al actor  del pago de

ambas costas, toda vez que se considera  litigó de buena fe.

POR TANTO

Con fundamento en lo expuesto y artículos 452, 495  del Código de Trabajo y 317 y 222
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se declara  SIN LUGAR LA DEMANDA ORDINARIA LABORAL  DECLARA  SIN LUGAR

LA DEMANDA  ORDINARIA LABORAL DE JUAN BAUTISTA GÓMEZ REINA,  cédula

de identidad 2-394-223,  contra el Estado representado por la Procuraduría General de la

República en la persona de la Procuradora Adjunta Yensi Arias  Valverde.  Se acoge la

excepción de falta de derecho planteada por el Estado . COSTAS:  se exonera al actor

del pago de ambas costas.  Por último y de conformidad con la directriz tomada en sesión

extraordinaria de Corte Plena Número 19-2001 de las trece horas con treinta minutos del

dieciocho de junio, en su artículo XXVI; se advierte a las partes  que, esta sentencia

admite el recurso de apelación, el cual deberá interponerse ante este Juzgado en el

término de tres días contados a partir del recibo de la notificación.- En ese mismo plazo y

ante este órgano jurisdiccional también se deberán exponer, en forma verbal o escrita, los

motivos de hecho o de derecho en que la parte recurrente apoya su inconformidad; bajo el

apercibimiento de declarar inatendible el recurso. (Artículos 500 y 501 incisos c) y d) del

Código de Trabajo; Votos de la Sala Constitucional números 5798, de las 16:21 horas,

del 11 de agosto de 1998 y 1306 de las 16:27 horas del 23 de febrero de 1999.

Notifíquese. Msc. Xiomara Arias Madrigal, Jueza..- XARIAS

0PNCTHC1ZMQ61

XIOMARA ARIAS MADRIGAL - DECISOR/A
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A

EXPEDIENTE: 16-000706-0505-LA 
PROCESO: OR.S.PRI. PRESTAC. LABORALES
ACTOR/A: JUAN BAUTISTA GOMEZ REINA
DEMANDADO/A: EL ESTADO

VOTO N° 379-03-2018   

TRIBUNAL DE APELACIÓN CIVIL Y TRABAJO HEREDIA. A las diez horas y 

cincuenta minutos del treinta de octubre de dos mil dieciocho.-

Proceso ORDINARIO LABORAL establecido en el Juzgado de Trabajo 

de esta ciudad, bajo el número de expediente 16-000706-0505-LA por JUAN 

BAUTISTA GÓMEZ REINA, mayor, casado, ingeniero, cédula de identidad 2-

394-223, contra EL ESTADO representado por la Procuraduría General de la 

República en la persona de la Procuradora Adjunta Yensi Arias Valverde. 

Interviene como Apoderado Especial Judicial del actor el Licenciado Guillermo 

Bonilla Vindas, abogado, cédula 1-535-217.

RESULTANDO

1.- El Juzgado de Trabajo de esta ciudad, mediante sentencia de primera 

instancia número 100495, dictada a las veinte horas y dos minutos del dieciocho 

de mayo del año dos mil diecisiete, resolvió:

"POR TANTO
Con fundamento en lo expuesto y artículos 452, 495 del Código de 
Trabajo y 317 y 222 se declara SIN LUGAR LA DEMANDA 



ORDINARIA LABORAL DECLARA SIN LUGAR LA DEMANDA 
ORDINARIA LABORAL DE JUAN BAUTISTA GÓMEZ REINA, 
cédula de identidad 2-394-223, contra el Estado representado por 
la Procuraduría General de la República en la persona de la 
Procuradora Adjunta Yensi Arias Valverde. Se acoge la excepción 
de falta de derecho planteada por el Estado. COSTAS: se exonera 
al actor del pago de ambas costas. Por último y de conformidad con 
la directriz tomada en sesión extraordinaria de Corte Plena Número 
19-2001 de las trece horas con treinta minutos del dieciocho de 
junio, en su artículo XXVI; se advierte a las partes que, esta 
sentencia admite el recurso de apelación, el cual deberá 
interponerse ante este Juzgado en el
término de tres días contados a partir del recibo de la notificación.- 
En ese mismo plazo y ante este órgano jurisdiccional también se 
deberán exponer, en forma verbal o escrita, los motivos de hecho o 
de derecho en que la parte recurrente apoya su inconformidad; bajo 
el apercibimiento de declarar inatendible el recurso. (Artículos 500 y 
501 incisos c) y d) del Código de Trabajo; Votos de la Sala 
Constitucional números 5798, de las 16:21 horas, del 11 de agosto 
de 1998 y 1306 de las 16:27 horas del 23 de febrero de 1999."

2.- Se resuelve recurso de apelación planteado por el actor Juan Bautista 

Gómez Reina contra la sentencia indicada, la cual declara sin lugar la demanda, 

sin especial condenatoria en costas, conoce en alzada este Tribunal sobre el 

citado pronunciamiento.

3.- En los términos y procedimientos se han observado las prescripciones 

de ley, sin que se detectaran defectos productores de nulidad, y esta sentencia 

se dicta en tiempo.

Redacta el Juez BUENDÍA UREÑA, y;

CONSIDERANDO:

I).- SOBRE HECHOS PROBADOS Y NO PROBADOS. Tanto los hechos 

tenidos por acreditados en la sentencia apelada, como el hecho indemostrado, 

se mantienen en su totalidad, por ser fiel reflejo de los autos. 

II).- AGRAVIOS DEL RECURRENTE. El apelante se considera agraviado 

por el fallo, formulando los siguientes cuatro reproches: 1).- debido a que en este 



se habría dado una valoración indebida de la prueba, violentando las reglas 

establecidas tanto en la doctrina como en la jurisprudencia, lo cual condujo a la 

juez a elaborar el hecho no probado. Esgrime que la  carga de la prueba del 

pago del salario ordinario y extraordinario recae sobre el patrono, indistintamente 

de si este pertenece al Sector Público o al Sector Privado; ello debido a que en 

ambos casos, el empleador posee más facilidad para probar las sumas pagadas. 

Cita una sentencia de la Sala Segunda que considera respalda su dicho, y ataca 

el razonamiento de la sentenciadora de grado, quien afirmó que a pesar del 

principio de reversión de la carga de la prueba, al haber probado el Estado el 

pago del salario en montos superiores al salario base, le correspondía al 

demandante demostrar en cuales períodos no se le pagó lo que le correspondía, 

lo cual contradice la regla probatoria. 2).- Reprocha falta de análisis de la 

juzgadora y que se basó en una presunción, pues no explica como concluyó que 

como al actor se le pagaron sumas superiores al salario de técnico 2, entonces 

existe certeza de que se le pagó como técnico 3. Considera que es una falacia 

sostener que como los salarios pagados al actor son superiores el salario bruto 

de técnico 3, entonces se pagó como técnico 3, porque igual se pudo estar 

pagando como técnico 2. Sostiene que ese salario contiene pluses y jornadas 

extraordinarias. Echa de menos el análisis que sirvió a la juzgadora para concluir 

el correcto pago, pues afirma que comparar las sumas percibidas con los 

salarios base que devengaría el técnico 3 es una operación irrelevante, y que la 

información de los salarios totales que devengó Juan Bautista no demeritan la 

esencia de la demanda. 3).- Incongruencia entre los hechos tenidos por 



demostrados y el considerando de fondo. Alega que hay incongruencia, pues los 

hechos probados 6, 7 y 8 dan razón a su demanda, ya que se indica que al actor 

se le pagó como técnico 2 a pesar de estar nombrado como técnico 3; pero las 

consecuencias de esto no se analizaron. Sobre este mismo punto, luego elaboró 

con más claridad que al establecer los hechos 6, 7 y 8, no se tuvo por cierto el 

contenido literal de esos documentos. 4).- De la prueba documental aportada 

con la demanda se desprende que al actor no se le pagó el plus de prohibición 

durante "gran parte de la relación laboral" y el pago de un salario superior al 

base no demuestra el pago de un plus específico, lo cual no puede prevalecer 

ante pruebas como las acciones de personal aportadas. Sostiene que las 

acciones de personal aportadas no fueron verdaderamente analizadas en el 

considerando de fondo, sino que este es prácticamente una reiteración del oficio 

DAF-RH-2016 el cual siquiera fue mencionado en el considerando de hechos 

probados, amén de que las acciones de personal utilizadas para fundamentar 

los hechos probados 6, 7 y 8 no reconocen ninguna suma por prohibición, pero 

se concluye que el plus sí se pagó. Además, en el hecho probado noveno, con 

base en las acciones de personal 94-1775 y 94-8273 sostiene que se pagó la 

prohibición durante todo el año 1994, pero la primera tiene vigencia solo de 

enero a marzo de 1994 y la segunda no consigna pago de prohibición, por lo 

cual no existe prueba de que al actor se le pagara prohibición de los meses abril, 

mayo, junio, julio, agosto, setiembre, octubre, noviembre y diciembre de 1994. 

III.- LA CARGA DE LA PRUEBA. La postura que adopta para este 

proceso el apelante, fundada en la jurisprudencia citada, no resulta de recibo en 



un escenario como el de autos, en el cual el Estado acreditó que sí pago el 

salario al accionante, sea que Juan Bautista Gómez percibió de su empleador la 

retribución económica ordinaria por su actividad laboral. Considerando las 

características de este litigio, la relación entre los sujetos involucrados y la 

disponibilidad probatoria, comprendió el demandado que a su cargo corría esa 

acreditación, debido a lo apropiado de redistribuir la carga probatoria fuera de la 

regla estática del 317 del código adjetivo, pues de lo contrario la carga de 

acreditar la no recepción de su salario hubiese recaído en hombros del 

accionante, lo cual habría aparejado una importante dificultad. Empero, que el 

accionado direccionara su gestión procesal de la forma en la cual elaboró la 

jurisprudencia y ha desarrollado la doctrina, tiene como contracara que 

correspondía al demandante acreditar las razones por las cuales, a pesar de 

haber recibido ese salario, que además era superior al mínimo según la labor 

que le correspondía, concluye que se le pagó menos de lo debido, bajo el 

argumento de que no se separa el salario base de otros pluses. Y es que en 

todo caso, el actor nunca fue claro en exponer cuantas anualidades o pluses se 

sumaban al salario base para conformar el ingreso salarial, así que resulta 

imposible concluir que el salario a pesar de ser superior al mínimo, recoge un 

rubro de salario base inferior al que le correspondía, y la consecuencia de este 

vacío probatorio la sufrirá el demandante. No basta con sostener que 

ocasionalmente se le pagaban horas extras como "práctica usual"  u otros 

pluses -cuestión argumentada a lo largo del recurso-, los cuales ni siquiera 

detalló en su demanda -únicamente en el hecho sétimo se introdujo de forma 



vaga, como anualidades y "demás pluses" y solo con intención de que se tomara 

en cuenta una afectación por el no pago del salario completo-; amén de que 

tampoco se ocupó de producir o pedir al Despacho que interviniera en la 

obtención de probanzas al respecto. En este punto, hubo claras deficiencias en 

la estrategia del demandante, cuya causa se revela en un criterio de que al 

Estado le correspondía acreditar la totalidad de la relación fáctica de la demanda 

y aún lo no alegado, como la determinación separada de pluses, horas extras y 

salario base. En todo caso, de la certificación emitida por el departamento de 

Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda en fecha 05/04/2017 se puede 

apreciar por separado el salario base de las horas extras; de ese documento es 

posible desprender que el salario base no incluía otros pluses sino que los 

rubros se manejaban separadamente. En todo caso, si consideraba don Juan 

Bautista que la demostración de las sumas totales recibidas por salario no serían 

un elemento concluyente para determinar si se le pagó lo debido, debió acreditar 

período por período lo que se le pagó únicamente por concepto de salario base 

y el que efectivamente le correspondía, a efecto de que la persona juzgadora se 

vea convencida de cual es la verdad real y si el derecho le asiste; y aún si no 

tenía a su disposición las pruebas respectivas, debió pedir al Juzgado que 

procurara su obtención. La distribución dinámica de la carga de la prueba no 

implica que quien demanda se distraiga por completo de la carga del artículo 

317 del Código Procesal Civil; entender esto sería simplemente revertir el 

principio "actor incumbit probatio" para establecerlo al demandado, lo cual a la 

luz de la doctrina de las cargas probatorias dinámicas, de cuyo seno procede la 



flexibilización o redistribución -inadecuadamente llamada reversión- de las 

cargas, es un equívoco y revela una deficiente estrategia de litigio. Lo correcto 

es comprender que en ciertas situaciones específicas, corresponderá probar no 

a quien sostiene un hecho constitutivo, impeditivo, modificativo o extintivo, sino a 

quien esté en mejor posición de hacerlo, para una adecuada solución de la litis, 

bajo la premisa de que el resultado de la actividad probatoria debe beneficiar 

una acertada forma de resolver el conflicto jurídico, idea que no comulga con la 

resistencia de un litisconsorte a aportar probanzas que podrían perjudicar su 

posición en juicio; al respecto sostenía Peyrano que "la teoría esbozada 

propugna por una nueva concepción de las cargas probatorias, a la que se ha 

denominado "dinámica" para poner de resalto que, en supuestos excepcionales 

el onus probandi debía adquirir un tinte trashumante y así pesar sobre una parte 

distinta de la que -en principio y conforme a las reglas generales- debía soportar 

la carga probatoria en cuestión, procurando quitarle un poco de rigidez a las 

normas corrientes en materia de reparto del esfuerzo probatorio, en homenaje a 

la justicia del caso concreto"1. No obstante, comprender que la fexibilización de 

las reglas de la carga de la prueba liberan al demandante de cualquier 

obligación de probar o al menos pedir al Tribunal la producción de pruebas 

específicas, necesarias para demostrar el contexto que permitiría la aplicación 

de las normas invocadas y la estimación de lo pretendido, resulta un 

razonamiento erróneo. De ello que este primer agravio que ataca lo razonado 

por la jueza respecto a la llamada "reversión" de la carga de la prueba, no es de 

recibo. 



IV.- LA FALTA DE ANÁLISIS DE LA PRUEBA. Considera este Tribunal 

que el agravio tampoco es de recibo. Si bien de forma muy sintética, la jueza si 

señala como llegó a su conclusión. Literalmente razonó que "analizados que 

fueron los salarios efectivamente recibidos por el actor, con los salarios que 

correspondían a los puestos ocupados por el actor (imágenes 165-199, 204-224, 

287-288, 290-298 y 307-324) es claro para esta autoridad que al actor se le 

pagó como correspondía". Esto significa que la juzgadora realizó una 

confrontación del material probatorio recabado en cuanto a las sumas pagadas, 

con las que debieron pagarse, la cual resultó favorable a la postura del Estado; 

esto guarda coherencia con su elaboración previa de que el demandante no 

demostró como correspondía las diferencias salariales no pagadas ni el no pago 

del 25% de prohibición. Claramente el recurrente no está de acuerdo con este 

análisis, pero no es posible comulgar con su criterio de que la jueza resuelve con 

base en  una presunción basada en desconocer los pluses y jornada 

extraordinaria laboraba; de hecho, si la juzgadora hubiese involucrado en su 

análisis la existencia de pluses y jornadas extraordinarias nunca invocadas en la 

demanda y menos probadas, el análisis sí habría resultado falaz, porque al 

carecer de evidencia de esos rubros, integrarlos al análisis equivaldría a utilizar 

premisas inexistentes. Ante este panorama, considerar las sumas pagadas vrs 

las sumas que debían pagarse para el puesto, para establecer si se pagó 

conforme a lo debido, es un análisis adecuado según las alegaciones de las 

partes y la prueba producida, porque no existe ningún otro insumo por incorporar 

a ese razonamiento. 



V.- INCONGRUENCIA ENTRE LOS HECHOS TENIDOS POR 

DEMOSTRADOS Y EL CONSIDERANDO DE FONDO. No es cierto que en los 

hechos probados 6, 7 y 8 se indique que al actor se le pagó como técnico 2 a 

pesar de encontrarse nombrado como técnico 3. La literalidad de esos hechos 

no recoge el razonamiento que sostiene el apelante. Ahora bien, al ahondar en 

el agravio, expone el apelante que el pago como técnico 2 a pesar de estar 

nombrado en categoría 3 se demuestra con las acciones de personal adjuntadas 

a la demanda; sin embargo la juzgadora de instancia usa esos documentos para 

tener por probadas circunstancias opuestas. En cuanto al hecho sexto, detalla 

que la acción de personal 92-1817 indica que que se pagó como técnico 2 por 

falta de contenido económico, y que en la casilla de prohibición no se consignó 

suma alguna y que a pesar de eso se tuvo por acreditado el nombramiento como 

técnico 3 a partir de enero de 1992 con pago de prohibición. Referente al hecho 

sétimo, acusa que la jueza a quo tuvo por demostrado que al actor se le realizó 

un reajuste salarial a partir de julio de 1992 a técnico 3 con reconocimiento de 

prohibición, utilizando como elementos probatorios las acciones de personal 92-

2973, 92-5150 y 92-6431. No obstante, alerta el apelante que el primer 

documento consigna que se le pagó como técnico 2 por falta de contenido 

económico, el segundo que se le pagó como técnico 2 y que en ninguna de ellos 

se establece el pago de prohibición. En lo tocante al hecho octavo, aduce que la 

jueza sostiene que se pagó el salario base como técnico 3 y la prohibición 

durante el año 1993, lo cual fundamenta en las acciones 93-00456, 93-001957, 

5101, 93-2515, 93-002942 y 5102; no obstante, la acción 93-2942 no reconoce 



ninguna suma por prohibición. Sostiene además que entre 1994 y 2006 solo el 

Estado sabe si pagó el salario correspondiente al técnico 3 y que eso debió 

probarlo. Además, razona que hasta que el Estado no desglose los salarios que 

pagó a Juan Bautista para saber cuanto se pagó por anualidades, salario base, 

prohibición, zonaje, horas extras y otros pluses, no se puede tener certeza de 

que le pagó al actor como técnico 3 y como la carga de la prueba recae en el 

Estado, la conclusión debe ser que no se pagó correctamente, pues el pago de 

salarios mayores al salario base, no son prueba de que se haya pagado como 

técnico 3. El agravio no es de recibo. En lo que respecta a los hechos probados 

6, 7 y 8, si bien la juzgadora no externó expresamente su posición acerca de la 

leyenda colocada en diversas acciones de personal, según las cuales se pagó 

como técnico 2 por falta de contenido presupuestario, el razonamiento que le 

lleva a establecer esos hechos probados de la forma en la cual lo ha hecho, 

radica en que esos mismos documentos evidencian que el pago se realizó como 

técnico 3, pues los montos de salario pagados son superiores al salario de 

técnico 3, así que la leyenda no parece coincidir con la realidad de lo pagado. 

Esto resulta acorde con las premisas utilizadas por la juzgadora, pues con 

independencia de las leyendas consignadas en las acciones de personal que 

referían a pagos como una categoría inferior, lo cierto es que el salario fue 

superior al de técnico 3 y por ello se concluye que el estipendio fue 

correctamente pagado. Y en lo relativo a la carga de la prueba, lo que debía 

probar el demandado y lo que debió demostrar el demandante, se remite a lo 

desarrollado en los considerandos anteriores, donde este tema, que es medular 



para todo el recurso, se abordó ampliamente.

VI.- EL PAGO DEL RUBRO DE PROHIBICIÓN. El agravio tampoco se 

considera de recibo, pues no acreditó el actor que el rubro no le haya sido 

cubierto dentro del salario que percibió, tal y como alegó en su demanda. Y este 

Tribunal no tiene forma de concluir lo contrario, porque la prueba no lo permite. 

Consta en el expediente la acción 6446 del año 1992 en la cual se reconoce al 

actor el rubro de prohibición hasta el 30 de junio de ese año, y la acción 5101 

que reconoce el rubro hasta diciembre del mismo año. Para el año 1993 el rubro 

se reconoce en acciones 5101 y 5102, mientras que para el año 1994, único el 

cual el demandante invoca directamente en el recurso, el rubro se reconoce en 

acciones de personal 1795 y 1040 hasta julio de ese año. A este respecto, la 

demanda sostiene que el plus de prohibición solo se reconoció durante unos 

meses del año 1994, y las acciones de personal 1795 y 1040 efectivamente nos 

muestran que hasta julio de ese año el rubro era incorporado a la retribución 

salarial. Esos documentos se encuentran adjuntos al oficio DAF- RH-254-2016; 

empero, según el detalle de salarios emitido por la Caja Costarricense de 

Seguro Social, los siguientes meses de ese año la retribución salarial no 

decreció, como necesariamente hubiera sucedido si se hubiese dejado de pagar 

un 25% del salario al actor por prohibición. Así se pone de manifiesto que, como 

el pago de salario siempre superó el mínimo, queda la duda de si en todo 

momento se le pagó o no el plus, lo cual correspondía al actor acreditar pues su 

sola alegación no basta para reconocerle tal rubro. Refuerzo de este 

razonamiento resulta el oficio GIRH-292-2017 de fecha 01 de marzo de 2017, 



emitido por señor Rolando Sánchez Corrales, jefatura en el Departamento de 

Gestión Institucional de Recursos Humanos del Ministerio de Agricultura y 

Ganadería. En dicho documento se establece que al actor se le canceló su 

salario como técnico 3 y además el rubro de prohibición por los tiempos 

correspondientes; siendo este un documento público en razón de quien lo emite, 

el accionante debió traer prueba que le contradiga, lo cual no hizo ya que ni 

aportó ni solicitó producir elementos probatorios en sentido inverso al contenido 

del oficio, para desacreditar su contenido. 

 POR TANTO: 

No se aprecian vicios que puedan ocasionar nulidad por indefensión a las 

partes. Acorde con lo desarrollado, SE CONFIRMA la sentencia apelada. 
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